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En síntesis, la permisión de sentencia anticipada por la causal segunda presupone: 1. Que las partes no hayan ofrecido oportunamente algún medio de prueba distinto al documental; 2. Que habiéndolas ofertado éstas fueron evacuadas en su totalidad; 3. Que las pruebas que falten por recaudar fueron explícitamente negadas o desistidas; o 
4. Que las probanzas faltantes sean innecesarias, ilícitas, inútiles, impertinentes o inconducentes. 

….Los restantes aspectos de la impugnación, a) que la sentencia anticipada fue dictada sin la valoración total de la prueba documental aportada para el proceso y b) que  se mostró el actuar diligente de los demandantes a fin de evitar un efecto jurídico adverso a sus intereses,  resultan totalmente inaceptables, se trata de destruir en este escenario procesal los efectos de cosa juzgada de la de la sentencia del 14 de septiembre de 2012, proferida por el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de descongestión de la ciudad de Medellín, por medio de la cual se declaró terminada la relación arrendaticia que sostuvieron la sociedad Inversiones el Chuscal y los aquí demandantes.

Se destaca de allí expuesto que la intención de traer todos esos argumentos a este proceso que se sigue contra Bancolombia S.A. es porque en el proceso “restitutorio no ameritaron atención alguna con todo y que fue debidamente expuesto. Este significado es uno solo: desde la presentación de la demanda, se FALTÓ a la verdad y hubo deslealtad procesal por parte de la sociedad demandante, como quiera que debe entenderse que jamás fue cierto, como se enunció en la demanda, que los arrendatarios “A LA FECHA” SE HAN ABSTENIDO DE CANCELAR LA RENTA CORRESPONDIENTE A LOS MESES DE JUNIO Y JULIO DEL AÑO EN CURSO”



TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN

2021- 012
SALA CUARTA CIVIL DE DECISION

Medellín, veinte (20) de septiembre de dos mil veintiuno (2021)

Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación que interpusiera el apoderado judicial de Roberto Ramírez Moreno, Amado Enrique Gómez Moreno, José Orlando García Piñeros, Nelson Joaquín García Piñeros y Centro Park Córdoba & Cía. Ltda.  frente a la sentencia anticipada que data del 18 de enero de 2021 proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, dentro del proceso verbal de responsabilidad civil contractual y extracontractual que promovieran en contra de Bancolombia S.A. 
I. ANTECEDENTES 
1.  Se solicitó en la demanda que obra a folios 322 a 363 del expediente físico (archivo 10 ,  fl. 4 qa 79) se declarara que entre la sociedad Centro Park Córdoba y Cía. Ltda. y Bancolombia S.A., se celebró un contrato de cuenta corriente bancaria que fue incumplido sin justa causa el día 30 de junio de 2009, al devolver indebidamente el cheque GQ 0884409 girado a favor de la arrendadora Inversiones El Chuscal y, en consecuencia, sea condenada a pagar los perjuicios  patrimoniales y extrapatrimoniales señalados en la demanda. 
2. Los fundamentos fácticos se compendian así:
a) Inversiones El Chuscal Ltda. -hoy Inversiones el Chuscal S.A.S.- suscribió el 20 de noviembre de 2005 contrato de arrendamiento con Nelson Joaquín García Piñeros y José Hernando Suárez Espitia, sobre dos lotes de terreno situados en la trasversal 78 número 65-351 de Medellín, sector El Salvador; uno distinguido con No. 5, área de 9.149 m2 y folio de matrícula 01N-371313; y No. 6, de 851 m2 y folio de matrícula 01N-5065451, ambos con medidas aproximadas, registrados en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, Zona Norte de Medellín. Los dos bienes se entienden integrados para el objeto comercial de la arrendataria.

b) El 21 de enero de 2009 rn desarrollo y ejecución del contrato se hicieron modificaciones: La exclusión de la relación contractual con el arrendatario José Hernando Suárez Espitia y la inclusión de  Nelson Joaquín García Piñeros, Amado Enrique Moreno, José Orlando García Piñeros y Roberto Ramírez Moreno, quienes luego de la entrega de los lotes se constituyeron como empresa mercantil para desarrollar la actividad comercial prevista, conformando la sociedad Centro Técnico de Servicios y Parqueadero Córdoba S.A. “Centro Park Córdoba”, protocolizada en escritura pública 3627 de la Notaría 26 de Medellín: Los inmuebles servirían de local comercial y sede del o establecimiento, concibiéndose como un emprendimiento con vocación de permanencia, para reunir bienes de distinta naturaleza -materiales e inmateriales-.

c) El 12 de junio de 2009 los contratantes dirimieron controversias en torno al aumento caprichoso de cánones por parte de la arrendadora y forma de pago de mesadas retrasadas por los arrendatarios, las que al suscribirse acuerdo al respecto fueron zanjadas. No obstante, al presentarse error en la devolución de un cheque que cubría una mínima parte del acuerdo firmado, la sociedad arrendadora adelantó proceso de restitución aduciendo mora en el pago de cánones de arrendamiento, conocido por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Medellín y seguidamente por el Séptimo de Descongestión de la localidad quien emitió sentencia el 14 de septiembre de 2012 decretando la restitución pedida.

d) La sociedad Centro Park Córdoba adquirió una cuenta corriente con Bancolombia S.A. para el manejo bancario, transaccional y comercial, en la que procuró mantener fondos para dispensar sus obligaciones. El 30 de junio de 2009 el banco efectuó indebida devolución de la cuenta el cheque GQ 0884409 por valor de $10.000.000,00 girado a Inversiones El Chuscal y entregado a su representante Gabriel Alfonso Moreno para que fuera realizado su canje y cobro. Al ser presentado para su abono a la cuenta del beneficiario, el banco no descargó el monto por falta de saldo, causal que generó su impago a pesar de existir la suma suficiente para su cubrimiento. El título fue protestado y devuelto a su beneficiario.

e) Lo ocurrido generó que Gabriel Alfonso Moreno considerara que lo que anteladamente había sido conciliado –entendido además como una renovación del contrato- fue incumplido; lo que dio paso a la interposición de la demanda restitutoria de los inmuebles frente a los arrendatarios, por mora en el pago “en el resto” de la renta correspondiente al mes de mayo de 2009, entiéndase no pago de la mesada completa, la que justamente sería cubierta parcialmente con el aludido cheque.

f) Con fundamento en lo relatado, refiere la demanda, la existencia de nexo de causalidad entre el daño generado a los demandantes por el comportamiento de Bancolombia que produjo el llamado “efecto dominó” -sic-, por cuanto existían dineros suficientes en la cuenta para el momento de desembolso de la suma referida en título valor y al no cubrirse, dio origen a la supuesta mora en el pago de la obligación por la que fue emitido; ello generó incumplimiento del contrato; fue declarada la terminación del mismo, y la consecuente restitución de los bienes; y creó detrimento patrimonial para los arrendatarios, comerciantes, demandados, y la descapitalización de la sociedad conformada por ellos.
3. La sociedad demanda se opuso a las pretensiones de la demanda indicando, en esencia, que los arrendatarios Nelson Joaquín García Piñeros, Amado Enrique Moreno, José Orlando García Piñeros y Roberto Ramírez Moreno estaban en mora para el 12 de junio de 2009 porque debía los cánones de los meses de marzo, abril, mayo y junio de 2009 (este último se causaba dentro de los primeros cinco días) pero en la conciliación se les condonó la mora, y se les permitió pagar el mismo 12 de junio  sólo los cánones de marzo y abril de 2009 reajustados en la conciliación en $ 25.000.000,00 por mes, junto con la mitad del canon de mayo reajustado en $ 20.000.000,00 por mes, es decir, en esa fecha los arrendatarios debían pagar $ 60.000.000,00  y en la misma conciliación se reajustaron los cánones de junio, julio y agosto de 2009, en $ 20.000.000,00 pagaderos mes vencido “y por ello si los arrendatarios deseaban respetar este nuevo pacto debían pagar el 30 de junio la suma de $ 10.000.000 correspondientes a la mitad del canon de mayo de 2009 junto con el canon del mes de junio de 2009 por valor de $ 20.000.000 y esto último no lo cumplieron los arrendatarios incurriendo en la mora de los cánones de mayo y junio de 2009 que fue la causa probada de la terminación del contrato de arredramiento surtido ante el juez 5 civil del circuito y en el que a sentencia fue proferida por el juez 7 civil del circuito de descongestión de Medellín”. – negrillas son del texto - 
 Agregó que, antes de la conciliación del 12 de junio de 2009, existió otra diferencia entre la partes, la que se soluciona con “otro sí” al contrato fechado el 21 de enero de 2009, diferencias que versaron sobre la mora en el pago de  los cánones de octubre, noviembre y diciembre de 2008 y enero de 2009.
Propuso como excepciones de mérito las de culpa exclusiva de la víctima; falta de legitimación en la causa de las personas físicas codemandantes; falta de nexo causal entre el perjuicio alegado y la conducta de la demanda y, la de inexistencia e incertidumbre del perjuicio reclamados. 

II. SENTENCIA APELADA

En audiencia del 18 de febrero pasado el juzgado Tercero Civil del circuito de Oralidad de Medellín declaró probada la excepción de hecho exclusivo de la víctima y, en consecuencia, desestimó la totalidad de las pretensiones indemnizatorias de la parte demandante. Condenó en costas y agencias en derecho a la parte demandante a favor de la parte demandada, fijando como agencias en derecho la suma de $203’624.408,25 que constituye el 5% de sus pretensiones, las cuales serán pagadas en partes iguales por cada uno de los demandantes.
Señaló que en la fijación del litigio se había determinado la existencia del contrato de cuenta corriente que ataba a las partes, por lo que debía analizarse si el banco accionado había incumplido dicha relación contractual y de serlo, proceder al análisis del vínculo causal esto es, verificar si la conducta de Bancolombia generó los perjuicios reclamados por los actores.

Tras disertar sobre el contrato de cuenta corriente, la responsabilidad civil contractual y extracontractual, encontró acreditado el incumplimiento de la accionada, pues desde la contestación de la demanda se había dicho que el no pago del cheque obedecía a un error del empleado que protestó el cheque, ya que existía saldo disponible, de tal manera que los cheques girados por la parte actora por valor de $10.000.000,00 y $1.000.000,00 respectivamente, podían ser pagados por existir en la cuenta $11.477.562,00. No encontró la falladora prueba que desvirtuara esa información resultante del extracto y la certificación acerca del error cometido por el empleado del banco; afirmando categóricamente que no había razón contractual o legal para protestar el cheque, por lo que el incumplimiento imputado a la accionada era “evidente e incuestionable”.
Pasó luego a estudiar la relación de causalidad, trayendo como argumento de autoridad las Sentencias SC-2107 de 2018 y SC-2847 de 2019 formulando a continuación los siguientes interrogantes: ¿Fue el error de Bancolombia la causa que llevó inequívocamente a la restitución del inmueble que ocupaba la sociedad demandante a título de arrendamiento?; ¿Sin la omisión y el error del banco esto es, si hubiere pagado el cheque, la restitución nunca se hubiere presentado?; ¿Nunca hubiese existido mora?; ¿La falta de diligencia del banco es hipótesis sine quanon para la producción del hecho lesivo?; y, ¿Cuál fue en concreto el hecho que generó el daño?

Encontró la juzgadora los siguientes elementos probatorios: 

(i) El contrato de arrendamiento suscrito con la sociedad El Chuscal; 

(ii) Acuerdo conciliatorio de 12 de junio de 2009 (fl. 94 exp. físico y fl.28 del consecutivo 4 digital). Ese acuerdo se refería a la regulación del canon así: a) de los meses de marzo y abril de 2009 $20.000.000,00 mensuales en efectivo que serían pagados el mismo 12 de junio de 2009 en efectivo; b) el mes de mayo de 2009 $20.000.000,00 pagaderos así: $10.000.000,00 el 12 de junio de 2009 y $10.000.000,00 el 30 de junio de 2009; c) los meses de junio, julio y agosto de 2009 a razón de $20.000.000,00 mensuales se pagarían mes vencido, y d) en el mes de septiembre de 2009 se fijarían de común acuerdo un nuevo canon de arrendamiento.
(iii) Lo anterior significa que el 12 de junio de 2009 se debían pagar $50.000.000,00, incluidos $10.000.000,00, parte del mes de mayo. Para el 30 de junio se debía cancelar el resto correspondiente al 10 de mayo, $10.000.000,00 y los $20.000.000,00 correspondientes al mes de junio que se pagaba vencido.
(iv) Los demandantes solo pagaron $10.000.000,00 representados en el cheque que no fue pagado por error del empleado de Bancolombia, y el apoderado de la parte demandante centró sus pretensiones en este incumplimiento de la entidad accionada, pero no reveló ni en la demanda, ni al descorrer el traslado de las excepciones de mérito que el acuerdo le imponía la obligación de cancelar para el mismo momento los $20.000.000,00 correspondientes al canon del mes de junio.
(v) Amado Enrique Gómez al absolver interrogatorio dijo: Queue se ofreció el pago del canon correspondiente al mes de junio el día 10 de julio de 2009, cuando el arrendador pretendía demandar por la mora de mayo y junio. Que se enteró finalmente de la demanda de restitución el 16 de julio y que, la consignación correspondiente a junio de 2009 la hicieron el 28 de julio de 2009.
(vi) El juzgado Séptimo Civil del Circuito de Descongestión profirió sentencia por cuanto encontró acreditada la mora en los meses de mayo y junio, así lo dijo en la motivación y en la parte resolutiva, sentencia que tiene efectos de cosa juzgada 

Con fundamento en lo anterior, dijo una y otra vez la falladora, que era evidente el incumplimiento del contrato de cuenta corriente bancaria, pero no se había demostrado nexo causal, pues aun habiéndose pagado bien el cheque el resultado sería el mismo, mora en el arrendamiento de junio de 2009 lo que causaba la terminación del contrato de arrendamiento y la consecuente restitución. Dicho de otro modo, pagando el arrendatario, incluso en efectivo, el resto del canon de arrendamiento del mes de mayo en los términos acordados, la actitud omisiva de pagar oportunamente el mes de junio de 2009, y que también fue tenido en cuenta por el juez constituye hecho exclusivo de la víctima y ruptura del nexo causal. 
III. LA APELACIÓN

Inconforme con la decisión fue recurrida por el apoderado de la parte actora quine durante la audiencia manifestó que, contrario a lo dicho por la a quo, el mes de junio de 2009 debía pagarse a finales de julio del mismo año; por lo que se hizo una solicitud conciliación a la sociedad arrendadora, pero el representante legal no asistió.

Lo actores, y entonces arrendatarios, actuaron de buena fe, con la “conciencia tranquila” bajo el entendido de que no cometieron culpa alguna ya que la interpretación que tenían del acuerdo o conciliación del 12 de junio de 2009 era que el mes de junio se pagaría a finales de julio; el mes de julio a finales de agosto y el mes de agosto a final de septiembre; por lo que nunca estuvieron en mora de pagar junio, ni lo estarían en mayo si el Banco hubiere pagado el cheque.

Dentro de los tres días siguiente amplió los reparos así resumidos:

I. LA SENTENCIA ANTICIPADA FUE DICTADA SIN LA VALORACIÓN TOTAL DE LA PRUEBA PEDIDA Y ORDENADA POR EL MISMO DESPACHO

“En efecto, las expectativas de los demandantes sobre lo que, para el proceso, pudiesen aportar los testigos citados, eran de un alto interés. Se trata de personas que en buena podían describir el desarrollo del emprendimiento iniciado por la sociedad en los lotes arrendados, pero, en especial, se pensaba aportarían aspectos relacionados con el comportamiento del representante legal y beneficiario del cheque protestado por el banco demandado y, en particular, a su negativa de recibir los pagos que oportunamente se le hicieron para dar cabal cumplimiento de los cánones de arrendamiento convenidos.  

En este primer asunto de nuestro reclamo es evidente que para este proceso no se recibió testimonio alguno - esto es, no se limitó sino que se suprimió o pretermitió al punto que no hubo oportunidad de su práctica- dejando así, de entrada, truncada la oportunidad procesal rogada por los demandantes para aducir y aportar elementos testimoniales y documentales de los que se esperaba dieran luces al juzgador para una mayor comprensión de los temas que se le presentaban para su debate y estudio.

 La realización de la Audiencia Anticipada está disciplinada por lo dispuesto por el Artículo 278 del Código General del Proceso, constituyéndose en una figura a la puede acudir el juez a fin de dar mayor celeridad al proceso, como quiera que puede brindar una pronta solución a los litigios evitando el desgaste judicial. 

En otras palabras, si no se ofrece a la vista ninguna de estas causales, la figura de la Sentencia anticipada no debe operar en el proceso, como sucede en este caso, pues ninguna de los factores fácticos o jurídicos que la permiten se encentran evidenciados, es decir: i) No hubo acuerdo mutuo para su desarrollo; ii) Existían pruebas por prácticas y iii) Tampoco se arguyó que se acudía a ella por hallarse evidentes las causales o excepciones para determina la cosa juzgada, el fenómeno de la caducidad, operar la prescripción extintiva o a todas luces faltase legitimación en la causa por alguna de las partes. 

Así expuestas las cosas, y solo en gracia de una sana y atendible discusión, sería posible admitir que para el presente proceso fuese viable acudir a la figura de la sentencia anticipada, y esto bajo el siguiente raciocinio: i) que el juzgador considere que se puede dictar fallo porque entiende que existen elementos probatorios suficientes en el expediente, en consideración que los sujetos procesales aportaron pruebas “documentales” claras, necesarias y suficientes con la demanda y/o contestación, y además se aportaron los documentos periciales de parte necesarios para resolver la controversia; o, ii) también, cuando los asuntos a resolver en el litigio son de mero derecho y, por tanto, no requieren de un período probatorio para emitir el pronunciamiento de fondo. 
Como intentaremos mostrar a continuación, la sentenciadora pareciera haber optado por este último sendero (considerar el asunto como un tema de mero derecho), aunque lo cierto es que expuso que la información documental arribada al expediente le permitía pretermitir cualquier otro tipo de prueba distinta a la documental y a los interrogatorios de parte. Este es nuestro sentir, miradas cada una de las fases preliminares para la fijación del litigio y la posterior y consecuente decisión de acudir al camino expedito de la sentencia anticipada. Pero, aun así, si fuese cierto que se acudió a la prueba documental aportada por las partes en su debido momento, ello nos permite concluir que no existió el ponderado miramiento de alguna parte de los documentos obrantes en el proceso, los mismos que de haber sido cuidadosamente examinados podrían direccionar la reflexión en torno al tema de la causalidad necesaria entre el hecho generador del daño reclamado y, si era del caso, contrastar la “causalidad de forma común” que se pudiera predicar respecto al incumplimiento o la omisión de las obligaciones contractuales de cada una de las partes en la configuración del daño a indemnizar que se predicó para las pretensiones.

II. LA SENTENCIA ANTICIPADA FUE DICTADA SIN LA VALORACIÓN TOTAL DE LA PRUEBA DOCUMENTAL APORTADA PARA EL PROCESO.

Se dijo que existió en el proceso copia de “la sentencia del 14 de septiembre de 2012, proferida por el JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE DESCONGESTIÓN de la ciudad de Medellín, por medio de la cual se declaró terminada la relación arrendaticia que sostuvieron la sociedad Inversiones el Chuscal y los aquí demandantes. Tenida como elemento clave para la correcta interpretación del acontecer fáctico de la pretensión indemnizatoria de este proceso, esta sentencia en ningún momento se ha incorporado para intentar desconocer o desvirtuar en unos efectos jurídicos ya consolidados. Con todo, es a través de ella que se puede dibujar todo un panorama fáctico-jurídico que sí es de interés para el presente proceso. 

“En otras palabras, el tema jurídico resuelto por la dicha sentencia no es el tema a tratar para este proceso porque involucraría que aquí se intentara proponer como tema de debate un asunto de mero derecho ya resuelto. Por el contrario, si existe una genuina intención de ahondar en sus profundidades, se puede llegar a la conclusión que la dicha sentencia sirve de marco de referencia para hacer relevantes otros elementos dignos de reparo que quedaron aún vivos desde entonces, como es el caso de una reclamación por incumplimiento contractual por efectos de una indebida devolución de un cheque (lo dice claramente la sentencia), y yendo un poco más allá, dilucidar si respecto al fenómeno de la causalidad que este simple hecho generó, se puede aducir un juicio de valor que sirva para determinar que a partir de este hecho concreto propició, y desde ese momento se desencadenó todo un acontecer fáctico que se pueda atribuir a título de generador de un daño y, por ello mismo, señalar como la acción u omisión a la que se le pueda imputar una debida responsabilidad.

Además, que se había intentado una conciliación extraprocesal con la sociedad arrendadora para precaver los efectos adversos de la conciliación del 12 de junio de 2009 lo que demostraba interés de los inquilinos, “incluso, un afán desesperado por arrendatarios en evitar quedar incursos en alguna causal de incumplimiento del contrato de arrendamiento”.  Aportando copias de la citación a esa nueva conciliación, de lo pretendido y de la constancia de no asistencia del representante legal de la sociedad El Chuscal, que tenía por finalidad “aclarar, precisar y eliminar cualquier confusión o desvío en aras de que no se prestara a dudosas o incorrectas interpretaciones de la misma. En concreto, se buscaba atajar cualquier intención que desde entonces se advertía (por la negativa nuevamente a recibir el pago de los cánones) por parte de la sociedad convocada”.

Reiteró que, la interpretación correcta de la conciliación del año 2009 era que “la forma de pago de los períodos contractuales acordados (meses de junio, julio y agosto del año 2009), “dichas mesadas se cancelarían con un mes de vencimiento al canon causado Y NO COMO MES VENCIDO EN EL TÉRMINO EN EL QUE TRADICIONALMENTE SE LE ENTIENDE”.. Indicándose, por demás: i. Que la mesada de mayo de 2009, se culminaría de pagar, según lo acordado, el 30 de junio de ese año. ii. Que la mesada del mes de junio se pagaría, a más tardar, el 31 de julio de 2009 Esto fue así consignado en la Acta final para la que no quiso hacer presencia la representante legal convocada”
Por todo lo anterior, se acreditó en este proceso contra Bancolombia S.A., “la prueba de la confusión y abuso de derecho a que se llegó por iniciativa de la sociedad arrendadora, al punto de tener bajo trámite judicial y a un mismo tiempo, sendas demandas en curso buscando un mismo cometido: la una promovida ante el Juzgado 13 Civil del Circuito y la otra ante el Juzgado 5º de la misma ciudad; ambas procuradas por intermedio de distintos apoderados judiciales. 

“Pero peor aún, se ha dejado constancia documental de la forma en la que se utilizó el acuerdo conciliatorio, pues: i. Para la que cursaba en el Juzgado 13 Civil del Circuito, de manera honrosa el apoderado presento la acta -sic-  con miras a que culminara el proceso. Lo que en efecto se aprobó por el despacho, bajo el criterio que había existido una TRANSACCION entre las partes

Finalmente, indicó que en el proceso que cursó en el Juzgado 5º Civil del Circuito, trayendo como principal argumento la mora en el pago de los meses correspondiente al parcial restante del mes de mayo y la totalidad del mes de junio. Con todo, existieron alguna irregularidad en cuanto al día en que el apoderado judicial de la sociedad demandante hizo presentación personal de la demanda, por ejemplo, y   que: 

“Todas estas minucias, todos estos pequeños detalles hasta aquí relatados, en apariencia irrelevantes, tienen un profundo significado que es el que se quiso traer para este proceso, como quiera que en el proceso restitutorio no ameritaron atención alguna con todo y que fue debidamente expuesto. Este significado es uno solo: desde la presentación de la demanda, se FALTÓ a la verdad y hubo deslealtad procesal por parte de la sociedad demandante, como quiera que debe entenderse que jamás fue cierto, como se enunció en la demanda, que los arrendatarios “A LA FECHA” SE HAN ABSTENIDO DE CANCELAR LA RENTA CORRESPONDIENTE A LOS MESES DE JUNIO Y JULIO DEL AÑO EN CURSO”

III. SE MOSTRÓ EL ACTUAR DILIGENTE DE LOS DEMANDANTES A FIN DE EVITAR UN EFECTO JURÍDICO ADVERSO A SUS INTERESES

“ Las consignaciones realizadas a nombre de la arrendadora por la vía de la consignación en Depósitos Judiciales reflejan fielmente todo el esfuerzo de los aquí demandantes por cumplir sus obligaciones contractuales. Lo que nos lleva a decir que no existe negligencia o apatía y menos, culpa o dolo para sustraerse de sus compromisos. Lo reflejan fielmente las consignaciones en las que se deja leer que se acude a este mecanismo por cuanto hay negativa a recibir los pagos por parte del beneficiario del cheque revotado. Pero todo siempre, dentro de los términos de lo pactado en la conciliación”.

En esta instancia replicó y desarrolló los planteamientos expuestos ante el juez de primera instancia.

III. CONSIDERACIONES

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en doctrina se conoce como presupuestos procesales porque en ellos estriba la validez de la relación jurídica procesal. Significa lo anterior que, en presencia de algún defecto de tales presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o bien, la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, la competencia del juez, la capacidad de las partes y la legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en principio para el impulso del proceso.

2. En auto del día 30 de abril de 2020 proferido en Sala Unitaria por el magistrado sustanciador, al resolver la impugnación interpuesta por el apoderado de la parte demandante respecto del auto del 20 de enero  del mismo año, por medio del cual la Juez Civil del Circuito de Caldas, prescindió del período probatorio por no considerarlo necesario y anunció que se proferiría sentencia anticipada, dentro del proceso ejecutivo instaurado por Martha Alicia Herrera Marín en contra de María Graciela Agudelo Betancur, se dijo: 

“1. Los medios probatorios se constituyen en uno de los pilares esenciales para garantizar el acceso eficaz e idóneo a la administración de justicia, garantizar el debido proceso, la prevalencia del interés general y del derecho sustancial y, de manera especial, para solucionar los conflictos con la justicia, además, el legislador, disciplina la búsqueda u obtención de la verdad real, material y objetiva en los asuntos confiados a la decisión judicial, cuanto compromiso ineludible del juzgador en el ejercicio de la jurisdicción (Sent. de 24 de noviembre de 1999; exp. 5339), dejando “de ser un espectador del proceso para convertirse en su gran director, y a su vez, promotor de decisiones justas” (Sent. de 7 de marzo de 1997, cas. civ. de 25 de febrero de 2002; exp. 6623) basadas en los preceptos normativos y en “la verdad material enfrente de los intereses en pugna” (CXCII, p. 233. cas. civ. de 24 de noviembre de 1999, exp. 5339).

2. Es así como la ley procesal otorga al juez la potestad para dirigir los procesos que están bajo su competencia, facultándolo para determinar si tiene o no en cuenta las solicitudes probatorias; en este sentido el juez tiene la autoridad de negar la práctica de una prueba ya sea por considerarla innecesaria, impertinente, ineficaz o inútil, o por no cumplir con los requisitos propios de cada medio de probatorio, potestad establecida  en el artículo 168 del Código General del Proceso, que consagra que las pruebas deben ceñirse al asunto materia del proceso, y autoriza a su vez al juez para que rechace de plano las pruebas que estén prohibidas, o que sean ineficaces, es decir, que sólo puede aceptar aquéllas que sean conducentes, pertinentes y útiles.
3. No obstante lo anterior, el artículo 278 ibídem consagra la posibilidad que el juez prescinda del debate probatorio y de la pretermisión de etapas procesales previas a la sentencia, cuando establezca que estas se tornan innecesarias al existir claridad fáctica sobre los supuestos aplicables al caso, todo ello justificado en los principios de celeridad y economía procesal. Es así como el inciso tercero del citado canon señala: “En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en los siguientes eventos:
“…1. Cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. 2. Cuando no hubiere pruebas por practicar. 3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la carencia de legitimación en la causa”.

Luego, el inciso transcrito bajo esas circunstancias determinadas impone la pretermisión de algunas etapas procesales en procura de la realización del principio de economía procesal, evitando el desgaste de la administración de justicia, y procurando la realización de la eficiencia, celeridad y tutela efectiva de los derechos.
4. En efecto, en sentencia de tutela de segunda instancia del 27 abril pasado, con ponencia del Dr. Octavio Augusto Tejeiro, Rdo.  47001 22 13 000 2020 0000, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia efectuó algunas precisiones en torno a la figura de la sentencia anticipada prevista en el artículo 278 del C. General del Proceso, señalando que suscitaba los principales problemas prácticos:

“…i) el ámbito de aplicación de la sentencia anticipada cuando “no hubiere pruebas por practicar”; ii) la oportunidad para establecer la carencia de material probatorio que autoriza el fallo anticipado; iii) la forma – escrita u oral – de emitir la sentencia anticipada en el evento estudiado; iv) la anulabilidad del fallo dictado en esas condiciones; v) y la aplicación de esos derroteros en el caso concreto”.

5. Lo aleccionador de esa providencia, impone al Tribunal la trascripción in extensu de los apartes necesarios para determinar si es aceptable, o   no, la postura del recurrente. Helos aquí:

“2.1. Ámbito de aplicación de la sentencia anticipada cuando no hubiere pruebas por practicar

Al decir del artículo 278 de la Ley 1564 de 2012, las «providencias del juez pueden ser autos o sentencias», y explica que son éstas las que «deciden sobre las pretensiones de la demanda, las excepciones de mérito, cualquiera que fuere la instancia en que se pronuncien, las que deciden el incidente de liquidación de perjuicios, y las que resuelven los recursos de casación y revisión»; enseguida, a modo de descarte, añade que son autos «todas las demás providencias». 

En esencia, es a través de la sentencia que el juzgador pone fin a la controversia que movió a los litigantes a activar el aparato jurisdiccional; es decir, es ella la que contiene la fórmula – positiva o negativa – de resolución del conflicto sometido a consideración de la judicatura, con la fuerza coercitiva que es propia de la administración de justicia. 

Para ese cometido, es indispensable el agotamiento de unos pasos previos, como la conciliación prejudicial cuando haya lugar, la presentación de demanda (salvo cuando el proceso puede iniciarse de oficio), su admisión, integración de la litis y la instrucción del decurso nítidamente señalada en el Código de Procedimiento; es decir, es normal que el proferimiento de la sentencia surja cuando han finalizado todas las etapas legales.

Sin embargo, en virtud de los postulados de flexibilidad y dinamismo que de alguna manera – aunque implícita y paulatina – han venido floreciendo en el proceso civil incluso desde la Ley 1395 de 2010, el legislador previó tres hipótesis en que es igualmente posible definir la contienda sin necesidad de consumar todos los ciclos del proceso; pues, en esos casos la solución deberá impartirse en cualquier momento, se insiste, con independencia de que haya o no concluido todo el trayecto procedimental. 

De la norma en cita (art. 278) se aprecia sin duda que ante la verificación de alguna de las circunstancias allí previstas al Juez no le queda alternativa distinta que «dictar sentencia anticipada», porque tal proceder no está supeditado a su voluntad, esto es, no es optativo, sino que constituye un deber y, por tanto, es de obligatorio cumplimiento. 

Téngase en cuenta que, en palabras de la Corte Constitucional, son “deberes procesales aquellos imperativos establecidos por la ley en orden a la adecuada realización del proceso y que miran, unas veces al Juez (Art. 37 C. de P. C.), otras a las partes y aun a los terceros (Art. 71 ib.), y su incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien sea la persona llamada a su observancia y la clase de deber omitido” (C 086-2016).

Dice la disposición que en «cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en los siguientes eventos: 1. Cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. 2. Cuando no hubiere pruebas por practicar. 3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la carencia de legitimación en la causa» (resaltado propio). 

En esta ocasión, el análisis se circunscribe a la segunda hipótesis sustentada en la carencia de pruebas por recopilar; y es que, si éstas son el insumo cardinal de la sentencia ningún sentido tiene diferir la decisión cuando ya se ha agotado la actividad de su recaudo, porque ahí están estructurados – por lo menos en principio – los elementos necesarios para zanjar la discusión a favor de un extremo o de otro. 

Siendo así, no puede sostenerse que tal cosa sucede únicamente cuando las partes no ofrecieron pruebas oportunamente, o habiéndolo hecho éstas fueron acopiadas o denegadas expresamente, porque incluso pueden declinar de ellas conforme a los artículos 175 y 316 ibídem, evento en el que también se entiende culminado el allegamiento del acervo demostrativo.

 Así mismo, nótese cómo los medios suasorios ofertados por los litigantes deben reunir las exigencias de licitud, utilidad, pertinencia y conducencia a fin de demostrar los hechos relevantes alegados, de donde se sigue que, si sus postulaciones probatorias están desprovistas de tales requisitos también estará allanado el camino para emitir sentencia anticipada. No cosa distinta puede inferirse al armonizar los cánones 278 y 168 ejúsdem, siendo que el último impone rechazar «mediante providencia motivada, las pruebas ilícitas, las notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles». 

Si el propósito medular de las probanzas consiste en ilustrar al juzgador acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos que se discuten, para deducir de ellos las respectivas consecuencias jurídicas, para nada sirven las pruebas anunciadas que no sean útiles, lícitas, pertinentes ni conducentes para dicha reconstrucción fáctica; por ende, la resolución del conflicto no puede quedar a merced de ese tipo de piezas de convicción, porque al final nada aportarán en el esclarecimiento del debate.

En síntesis, la permisión de sentencia anticipada por la causal segunda presupone: 1. Que las partes no hayan ofrecido oportunamente algún medio de prueba distinto al documental; 2. Que habiéndolas ofertado éstas fueron evacuadas en su totalidad; 3. Que las pruebas que falten por recaudar fueron explícitamente negadas o desistidas; o 4. Que las probanzas faltantes sean innecesarias, ilícitas, inútiles, impertinentes o inconducentes. 
2.2. Oportunidad para establecer la carencia de material probatorio que autoriza el fallo anticipado.

No llama a duda el hecho de que es al Juez de conocimiento – y a nadie más que a él – a quien le incumbe establecer si el material probatorio existente en el plenario es suficiente para dirimir la cuestión. No obstante, hay quienes abogan por la tesis de que para hacerlo, es decir, para decidir anticipadamente, debe estar zanjado el espectro probatorio mediante auto previo. 

Significa que, según esta visión, para emitir el fallo prematuro por el motivo abordado es indispensable que esté dilucidado explícitamente el tema de las pruebas, lo que es fácilmente comprensible en las tres primeras alternativas antes vistas, es decir, cuando las partes no hayan ofrecido oportunamente algún medio de prueba distinto al documental; habiéndolas ofertado éstas se hayan evacuado en su totalidad; o que las pruebas que falten por recaudar han sido expresamente negadas o desistidas. 

Sin embargo, si el iudex observa que las pruebas ofertadas son innecesarias, ilícitas, inútiles, impertinentes o inconducentes, podrá rechazarlas ya sea por auto anterior con el fin de advertir a las partes, o en la sentencia anticipada, comoquiera que el artículo 168 aludido dispone genéricamente que el rechazo de las pruebas por esas circunstancias se hará “mediante providencia motivada”, lo que permite que la denegación pueda darse en la sentencia, porque no está reservada exclusivamente para un auto. 

Quiere decir esto que – en principio - en ninguna anomalía incurre el funcionario que sin haberse pronunciado sobre el ofrecimiento demostrativo que hicieron las partes, dicta sentencia anticipada y en ella explica por qué la improcedencia de esas evidencias y la razón que impedía posponer la solución de la contienda, al punto que ambas cosas sucedieron coetáneamente. 

Dicho en otras palabras, si el servidor adquiere el convencimiento de que en el asunto se verifica alguna de las opciones que estructuran la segunda causal de «sentencia anticipada», podrá emitirla aunque no haya especificado antes esa circunstancia, pero deberá justificar en esa ocasión por qué las probanzas pendientes de decreto de todas maneras eran inviables. 

En suma, cuando el juez estima que debe dictar sentencia anticipada dado que no hay pruebas para practicar, debe decidirlo mediante auto anterior, si así lo estima, o en el texto del mismo fallo con expresión clara de los fundamentos en que se apoya. 

Eso sí, tal labor impone mayor cautela y prudencia a la hora de evaluar la procedencia del material suasorio para evitar lesionar el derecho de los litigantes a «probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ell[o]s persiguen» (art. 167)”.

3. Como se dijo en los antecedentes, decidió la a quo dictar sentencia anticipada, con fundamento en la segunda hipótesis del artículo 278 del Código General del Proceso esto es, por cuanto encontró que no es necesaria la práctica de prueba testimonial por hallarse demostrados los elementos necesarios para proferir sentencia.

Expresó, que los testimonios pretenden demostrar unas mejoras que no están siendo reclamadas en el trámite, lo que dedujo de las preguntas que por escrito acompañaron con la demanda y, por lo tanto, la prueba testimonial no es indispensable siendo posible desistir de su práctica para tomar la decisión pertinente, postura que encontró reforzada con lo previsto en el inciso 2° del artículo 212 del Código General del Proceso. Concedido el uso de la palabra a los apoderados, el de la parte demandante manifestó que los testimonios no eran para demostrar las mejoras, sino establecer algunos perjuicios y su cuantía, si existían o existen establecimientos de comercio en el lote donde funcionaba el de propiedad de la sociedad demandante, y con ellos se pretendían demostrar ingresos adicionales, la cuantía de esos arrendamientos y lo que generaban para la sociedad Centro Park.

Insistió, que no se trataba de la existencia y cuantía de las mejoras, sino los ingresos del año 2012, no obstante haber desocupado ya que la sociedad arrendataria actual se aprovecha de la riqueza que plantaron los demandantes en el inmueble y por ello los testimonios resultan relevantes.
La falladora entendió que el reproche del procurador que agencia los derechos de la parte actora debía tramitarse como recurso de reposición, por lo que otorgado el traslado al apoderado de la parte demandada, dijo estar de acuerdo con la pertinencia de las declaraciones, puesto que en gran medida los cuestionamientos hacían referencia a las mejoras, pero hay reclamación sobre perjuicios morales que de probarse la causa tendrían que determinarse por el Despacho si procede o no su reconocimiento.

El recurso fue resuelto de manera desfavorable, la a quo refirió a las preguntas que se dijo en la demanda se formularían a los testigos, encontrando que para los perjuicios morales  resultaba suficiente los interrogatorios rendidos por los demandantes, e innecesaria la práctica de la prueba testimonial siendo procedente dictar sentencia anticipada. 
Fue entonces cuando el apoderado recurrente interpuso el recurso de apelación el que, como es apenas obvio, al finalizar la audiencia le fue negado por no haber sido interpuesto en subsidio de la impugnación horizontal.
4. Se pensaría entonces que, de conformidad con la providencia que se trae como argumento de autoridad la parte actora no podría alegar las mismas circunstancias que motivaron la expedición del auto que dispuso no practicar la prueba testimonial, ya que en ella se menciona que la decisión puede estar contenida en providencia  de esa naturaleza o en la misma sentencia anticipada; de tal manera que, dejando pasar la oportunidad para interponer, como lo fue la apelación subsidiaria, le precluiría la oportunidad para alegar los mismos hechos mediante la apelación  interpuesta en contra de la providencia que finiquitó la primera instancia.

Sin embargo, es claro para el Tribunal que no existe norma alguna que prohíba llevar el asunto al conocimiento del superior mediante la impugnación del fallo anticipado, como si lo hace el legislador cuando regula el control de legalidad (art. 132 C. General del Proceso); o impidiendo a quien haya dado lugar a nulidad que pueda alegarla, o a quien omitió alegarla como excepción previa, o haya actuado en el proceso después de ocurrida la causal sin proponerla; o implícitamente prohibiendo alegar en segunda instancia , aspectos que no fueron objeto de reparo previo ante el a quo (arts. 322 y 327 Ib.)
5. Centrada la Sala en los motivos de impugnación, encuentra que la decisión de la falladora no estuvo desacertada, en tanto, de los medios suasorios recopilados encontró, como en efecto lo fue, que eran suficientes para proferir sentencia encaminada a determinar la existencia o no de la responsabilidad reclamada, como expresó la Corte, las probanzas faltantes eran innecesarias, pues quedaba acreditado el incumplimiento bancario, pero al mismo tiempo, la ruptura del nexo causal por culpa exclusiva de la víctima.
En efecto, frente a la violación de la relación contractual por parte del banco accionado se tiene que:

(i) la gerente de Sucursal Terminal del Norte al enviar misiva fechada el 18 de agosto de 2009 con el siguiente tenor:

“Ref: Protesto cheque No. GQ088409

“Me permito informar que el cheque Protestado según asunto en referencia se realizó por error de empleado de la Sucursal Terminal del Norte, cabe anotar que la cuenta a nombre de Centro Park Córdoba (36637248919), en junio 30 de 2009, tendía saldo a favor de  $ 11.467.562.09.
Suficiente saldo para el pago del cheque y no haber protestado éste”.
(ii)  Los extractos bancarios confirman la existencia de la cantidad suficiente depositada en la cuenta corriente para pagar no solo el cheque ya mencionado, sino otro girado en la misma fecha por valor de $ 1.000.0000, quedando como dijo la a quo un saldo de $ 467.562,09

(iii)  Al contestar la demanda se aceptó la existencia del error del empleado bancario; y

(iv) La versión del representante legal no alcanzó a desvirtuar las pruebas anteriores. 
Sin embargo, encontró la a quo, y es conclusión que comparte la Sala, que aún en el evento que el banco no hubiese incumplido el contrato, o que el pago al arrendador se hubiere hecho en efectivo, y no existiere mora en el pago del canon del mes de mayo de 2009, persistía la mora en el canon del mes de junio del mismo año, lo que generaba la terminación del contrato y la consecuente orden de entrega del inmueble arrendado.

Por manera que, no existió, frente a la decisión de prescindir de la práctica de prueba testimonial y el anuncio de sentencia anticipada yerro alguno. 
6. Los restantes aspectos de la impugnación, a) que la sentencia anticipada fue dictada sin la valoración total de la prueba documental aportada para el proceso y b) que  se mostró el actuar diligente de los demandantes a fin de evitar un efecto jurídico adverso a sus intereses, resultan totalmente inaceptables. Se trata de destruir en este escenario procesal los efectos de cosa juzgada de la de la sentencia del 14 de septiembre de 2012, proferida por el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de descongestión de Medellín, por medio de la cual se declaró terminada la relación arrendaticia que sostuvieron la sociedad Inversiones el Chuscal y los aquí demandantes.
Se destaca de lo allí expuesto que la intención de traer todos esos argumentos a este proceso que se sigue contra Bancolombia S.A. es porque en el proceso “restitutorio no ameritaron atención alguna con todo y que fue debidamente expuesto. Este significado es uno solo: desde la presentación de la demanda, se FALTÓ a la verdad y hubo deslealtad procesal por parte de la sociedad demandante, como quiera que debe entenderse que jamás fue cierto, como se enunció en la demanda, que los arrendatarios “A LA FECHA” SE HAN ABSTENIDO DE CANCELAR LA RENTA CORRESPONDIENTE A LOS MESES DE JUNIO Y JULIO DEL AÑO EN CURSO”

Lo anterior. para significar que, la parte recurrente hace una crítica a la manera como la sociedad arrendadora actuó en el proceso de restitución, que existían hechos relevantes no fueron tenidos en cuenta por el juez que finalmente decretó la terminación del contrato de arrendamiento, pero, se insiste, el sello de cosa juzgada impide al Tribunal adentrarse en el análisis de situaciones fácticas que quedaron allí determinadas; si de falta a la verdad se trata, posibilitaban el ejercicio de la respectiva denuncia penal por fraude procesal o falso testimonio lo que a su vez hubiese propiciado un eventual recurso de revisión, mecanismo que el ordenamiento jurídico ha establecido para eliminar los efectos de sentencias ilegales e injustas.
Igualmente, desde el momento mismo de manifestar los reparos en audiencia el apoderado puso de presente, y lo insiste en el extenso escrito presentados luego, que los ahora demandantes tenían una concepción diferente de los términos del acuerdo, lo que daría lugar a acciones de nulidad relativa por posible error al prestar su consentimiento, alegaciones, todas, ajenas a este proceso, por lo ya resuelto por la jurisdicción frente a la terminación del contrato de arredramiento. 
V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 
CONFIRMA la sentencia de fecha, origen y naturaleza ya relacionada. Costas en esta instancia a cargo de los actores.  

Se precisa que la presente providencia fue discutida y aprobada en sesión virtual nro 34 de la fecha por todos sus integrantes, la misma solo contiene la firma digital de quienes la conforman, atendiendo las directrices trazadas por el Consejo Superior de la Judicatura ante la emergencia presentada por el Covid19. 
Continúan firmas…..

Siguen firmas. Radicado 05001 31 03 003 2018 00218. Confirma

NOTIFÍQUESE

[image: image1.png]TRIBUNAL¢ SUPERIOR
Medellin





JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO

Magistrado[image: image2.png]



JULIÁN VALENCIA CASTAÑO

Magistrado

[image: image3.jpg]



PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA

Magistrada
2
___________________________________________________________________________05001 31 03 003 2018 00218 01                                                                                                   JCSL


